REF. 85-14CM1-2011/02.
I.- ENCABEZAMIENTO DE LA SENTENCIA.

CÁMARA PRIMERA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCIÓN DEL CENTRO: San Salvador, a las quince horas y veintidós minutos del día dieciséis de mayo de dos mil catorce.
IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO Y PARTES.
Vistos en apelación la sentencia pronunciada por la señora Jueza “2” del Juzgado Primero de lo Civil y Mercantil de esta ciudad, a las doce horas y cuarenta minutos del día veinticuatro de mayo de dos mil once, en el proceso DECLARATIVO COMÚN DE INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO ROTATIVA; promovido por el  Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, en su calidad de apoderado general judicial de la demandante, sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que se abrevia MIN, S.A. DE C.V., contra la demandada, sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, que se abrevia, BANCO PROCREDIT S.A.
Ha intervenido en primera instancia el Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, en el concepto ya expresado, y el Licenciado JOSÉ ÁNGEL GÓMEZ LARIOS, en su carácter de apoderado general judicial de la sociedad demandada; y en esta instancia, el primer abogado mencionado, actuando conjuntamente con la Licenciada SILVIA LEONOR AGUIRRE MAYORGA, y el segundo, en la calidad relacionada.
SENTENCIA IMPUGNADA.

El fallo de la sentencia de la cual se recurre de fs. 405 a 439 p.p., en lo esencial dice: “””“A) DECLÁRASE terminado el CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO ROTATIVA celebrado el día veinticuatro de abril del año dos mil ocho, ante los oficios de la notario Carmen Antonia Paredes Lazo, otorgado por la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, y la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V. B) DECLÁRANSE extinguidas las obligaciones recíprocas contraídas a raíz del otorgamiento del contrato supra relacionado por las sociedades BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, y MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN S.A. DE C.V. En consecuencia, DECLÁRANSE EXTINGUIDAS las cauciones que se otorgaron para garantizar dicho crédito. C) CANCÉLESE la PRIMERA HIPOTECA ABIERTA inscrita bajo el asiento tres de la matrícula seis cero cuatro cero nueve nueve cero cinco-cero cero cero cero cero, del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas de la Primera Sección del Centro, la cual fue otorgada el día veinticuatro de abril del año dos mil ocho, ante los oficios de la notario Carmen Antonia Paredes Lazo, por la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V., a favor de la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA. Una vez firme la presente sentencia, líbrese oficio al mencionado Registro, a fin de que cancele la hipoteca previamente relacionada. D) DECLÁRASE que la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA incumplió el contrato de apertura de crédito rotativa que otorgó junto con la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V.,  sin incurrir en responsabilidad dicho Banco. E) DESESTÍMASE la pretensión de resarcimiento de los daños y perjuicios por incumplimiento, atribuida a la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA,  por la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V., en virtud de no haberse probado que tal incumplimiento del contrato de apertura de crédito rotativa se haya producido en forma dolosa. F) DESESTÍMASE la pretensión de resarcimiento de daño moral incoada por la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V., en contra de la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, en virtud de no haberse probado la existencia del mismo, de conformidad con la ley. G) ABSUÉLVASE a la sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, de la responsabilidad civil que le atribuyó la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que puede abreviarse MIN., S.A. DE C.V. E) No habrá pronunciamiento en costas por no haberse solicitado por las partes.”””.
No estando conforme con la sentencia en lo relativo a los literales D), E), F) y G) del fallo; el Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, recurrió de la misma para ante esta Cámara.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO.
2.1) ALEGACIONES  RESUMIDAS DE  LA  PARTE DEMANDANTE.
El apoderado de la parte demandante, Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, en su demanda de fs. 5 a 16 p.p., expuso: Que con expresas instrucciones de su mandante viene a demandar en juicio declarativo común de incumplimiento de contrato al Banco PROCREDIT, Sociedad Anónima. Que con fecha veinticuatro de abril del año dos mil ocho, su representada con dicho Banco celebraron contrato de apertura de crédito rotativa, garantizado con la constitución de primera hipoteca abierta, en la cual el Banco concedía un crédito hasta por la cantidad de SETENTA Y CINCO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, para un plazo de cinco años, a una tasa de interés convencional del nueve punto cero cero por ciento anual, y con un plazo de giro de seis meses. 
Siendo así que con fecha veinticuatro de abril del año dos mil ocho, se le hizo a su representada el primer desembolso por la cantidad de TREINTA Y SIETE MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; luego con fecha de veintitrés de junio de dos mil ocho, se le hizo el segundo desembolso por la cantidad de VEINTINUEVE MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; posteriormente con fecha veintisiete de octubre de dos mil ocho, se le hace un tercer desembolso por la cantidad de NUEVE MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, todos ellos gestionados por medio de llamadas telefónicas con el ejecutivo de crédito, Ingeniero YONY H. GEORGE FERMAN, quien funge como analista de créditos de dicho Banco a excepción del tercer desembolso. 
Habiendo cancelado su representada el primer desembolso de capital, a la fecha de su vencimiento el día treinta y uno de octubre del año dos mil ocho, posteriormente se solicitó un nuevo desembolso por TREINTA Y CINCO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, con el objeto de cancelar una factura vencida del principal proveedor GENERAL ELECTRIC CO; con fecha cuatro de noviembre del año dos mil ocho, se presentó a las oficinas de su representada el señor GEORGE FERMAN, y manifestando que el desembolso solicitado no sería entregado en las mismas condiciones y que para poder realizarlo sería  a una tasa de interés de DIECIOCHO POR CIENTO ANUAL, y además tiene que presentar una carta del BANCO SCOTIABANK EL SALVADOR, S.A., en la cual se hiciere constar que habían cometido un error en la reclasificación de su representada de categoría A1 a categoría B. Ante la negativa del Banco de hacer el desembolso en las condiciones pactadas en el contrato, se les advirtió que se solicitaría la intervención de la Defensoría del Consumidor, para denunciar el incumplimiento unilateral del contrato y la práctica abusiva en la propuesta verbal, acción que fue ejercida por su representada.

El día tres de diciembre de dos mil ocho, solicitó su representada al banco Procredit, S.A., un historial crediticio que incluyera la clasificación de riesgo asignada por ellos; lo cual respondieron el día cinco de diciembre del año dos mil ocho, detallando los saldos vigentes de la línea de Crédito Rotativa y la calificación de riesgo A1, en ambos, habiendo omitido incluir el fiel cumplimiento del pago de fecha 31 de octubre de dos mil ocho. 
Luego, el día ocho de diciembre de dos mil ocho, se envió una misiva al banco, haciéndole ver que debido a los desembolsos extraordinarios se propiciaba una posición vulnerable para cumplir con sus obligaciones y solicitaron recaudar o modificar el plazo de pago mediante una prórroga de seis meses para el pago del capital por $29,000.00; a lo cual se les contestó el quince de diciembre de dos mil ocho, que era necesario “Tener la credencial de administrador único vigente, la cual tenía que estar inscrita en el registro de comercio, según nuevas disposiciones del registro no les permiten contratar con una constancia de no reelección…”. 
Ante la negativa del banco, enviaron otra misiva, de fecha quince de diciembre de dos mil ocho, que la prórroga no necesita de la emisión de un nuevo documento contractual, según la NCB-022 de las Normas para Clasificación de los activos de riesgos crediticios y constituir las reservas de saneamiento. 
A la luz de lo anterior y según certificación del administrador Único Propietario en el cual se hace constar su nombramiento, mismo que se realizó el veinticuatro de abril de dos mil uno; por lo que la credencial anteriormente citada se venció el veinticuatro de abril de dos mil seis y de acuerdo a lo estipulado en la cláusula X de la escritura de la constitución de la sociedad y lo prescrito en el Art. 265 C.Com., se prorroga la continuidad  de la administración en sus cargos mientras no se elijan los sustitutos, y considerando que esta certificación no constituye documento de comercio que deba registrarse de los enumerados en el Art. 465 romano II del C.Com., consideran que no es impedimento para el banco en conceder la prorroga antes solicitada. 
Y por último, se les envío una misiva donde se pedía el desembolso de DIEZ MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, de acuerdo a la disponibilidad a su favor de la línea de crédito; a lo cual respondieron de forma negativa. Por lo que debiendo los contratos cumplirse de buena fe, y si una persona a sabiendas e intencionalmente, deja de cumplir las obligaciones que le impone un acto jurídico, incurre en violación del postulado de la buena fe, con la cual comete una falta dolosa que le hace responsable de todos los perjuicios causados al acreedor. De acuerdo a los relatos antes hechos y la evidencia irrefutable, el banco incumplió repetidamente su obligación de manera injustificada, y sin fundamento, y de acuerdo a la doctrina moderna lo anterior constituye el postulado de la diligencia. La pretensión de su representada es que en sentencia definitiva se decrete la terminación y resolución del contrato de apertura de crédito rotativa, por incumplimiento del banco, y su consecuente cancelación de la hipoteca abierta. 
La indemnización de perjuicios ocasionados al acreedor por el incumplimiento de la obligación y que, al lado de la ejecución coactiva de dicha obligación constituye el segundo de los derecho principales de aquel, basándose en el supuesto de no dañar a otro injustificadamente; los daños y perjuicios materiales como consecuencia inmediata de dicha suspensión del crédito. Así, los perjuicios morales por el daño moral de la fama mercantil. 
Por lo que pidió que en sentencia se declare extinguida la obligación de su representada por la resolución judicial del contrato dado al incumplimiento doloso del banco; se ordene la cancelación de la primera hipoteca abierta y se condene a Banco PROCREDIT, Sociedad Anónima, al resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados a su representada en virtud del incumplimiento doloso del contrato por la cantidad de CIEN MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA. 

2.2) ALEGACIONES  RESUMIDAS DE  LA  PARTE DEMANDADA.

La parte demandada, a través de su apoderado general judicial, Licenciado JOSÉ ÁNGEL GÓMEZ LARIOS, contestó la demanda mediante escrito de fs. 290 a 296 p.p., y en lo pertinente expresó: Que viene a contestar en sentido negativo la demanda interpuesta en contra de su representada. Como se puede observar el Art. 1360 C.C. no da derecho a reclamar la indemnización por daños, solamente perjuicios, por lo que sus pretensiones de resarcimiento de daños es completamente carente de sustento legal. 
Respecto del contrato de apertura de crédito base de la acción, es importante hacer notar que los Bancos son instituciones financieras regidas por leyes y reglamentos muy estrictos que regulan la actividad de las mismas. El literal g) de la cláusula XVI) dice que previo a cada desembolso que la Sociedad acreditada solicite de su línea de crédito deberá firmar nueva solicitud la cual será gestionada por el analista de crédito y autorizada por el jefe de agencia; este contrato de apertura de crédito es de forma intrínseca de tracto sucesivo; por otra parte la interpretación y ejecución del mismo puede ir variando según las circunstancias que se van dando previstas en el contrato. 
Está claro que las calificaciones de la acreditada cambiaron desde la fecha de otorgamiento, hasta la fecha en la que no quiso nombrar nueva administración de la sociedad; esa cláusula ordena al banco que haga un análisis de cada desembolso y que éste debe ser completo. Si el banco pidió a la acreditada que renovara su personería y actualizara las facultades de sus representantes legales que negligentemente no renovaba desde el año dos mil uno, por qué razón no lo hicieron, dependiendo sólo de ellos el cumplimiento, sino que resulta que el banco es el que actuó de forma arbitraria. Además no consta la relación de la carta del Scotiabank aclarando el error de la categorización de A1 a B. 
No se demuestra que los inconvenientes que acaecieron sobre la demandante, sean imputables al banco quien hizo todo lo posible por hacerle ver que debían cumplir los requisitos que impone la Ley, quien no accedió a cumplir con lo dicho, y culpa al banco por ello. Por lo que pidió que se siguiera el trámite de Ley, se tuviera por alegada y opuestas la excepción de improponibilidad de la demanda, se declare inadmisible la demanda, declare terminado el contrato de apertura de crédito rotativa y que se exonere totalmente de responsabilidad alguna a su mandante sobreseyéndolo in limine litis.

2.3) REPOSICIÓN DE LA PRESENTE SENTENCIA.


Esta Cámara, mediante el auto de fs. 61 a 62 fte., hizo una serie de argumentaciones lógico-jurídicas, a fin de fundamentar la decisión de convocar a una nueva audiencia a las partes, en virtud que el fallo de la sentencia a reponer debía de precederle su anunciación al finalizar aquélla; razón por la que se señaló lugar, día y hora para la celebración de la audiencia oral y pública, de conformidad a lo establecido en el Inc. 3° del Art. 513 CPCM., la cual fue reprogramada, en vista del incidente de recusación planteado por el apoderado de la parte apelante Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ.


Devuelto el incidente de apelación por el Tribunal superior, y habiéndose declarado sin lugar por falta de mérito la recusación planteada, como se advierte en la certificación de fs. 78 del presente incidente, por auto de las ocho horas y cuatro minutos del día diez de marzo de dos mil catorce, se señaló nuevamente lugar, día y hora para la celebración de la audiencia oral y pública, cuyo resultado consta en el acta de fs. 102 a 105 del incidente aludido. 

2.4) SÍNTESIS DE LOS PUNTOS PLANTEADOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN.
El Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, como apoderado de la parte apelante, en su escrito de apelación de fs. 2 a 14 del presente incidente, al fundamentar su recurso de apelación, en lo esencial expresó: Que el recurso de apelación se interpone de lo resuelto en la sentencia recurrida en los literales D), E), F) y G), del fallo de ésta, a efecto de que se revoque, y se condene a la sociedad Banco PROCREDIT, S.A., a indemnizar los perjuicios ocasionados por el incumplimiento del Contrato de Apertura de Crédito Rotativa, a su representada, por el monto de CIEN MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA. 

Sobre los pronunciamientos de la señora Jueza a quo, considera que ha cometido el vicio en la errónea fijación de los hechos y en la valoración de la prueba producida, ya que el incumplimiento del Banco se dio no sólo por la negativa expresa e inequívoca en su carta de fecha 8 de enero de dos mil ocho, sino desde el momento que se negaron a autorizar el desembolso solicitado por su representada al analista de crédito. 

El incumplimiento del Banco se dio el día 4 de noviembre de dos mil ocho, fecha en que se rechazó la solicitud realizada por la sociedad a quien representa; lo anterior evidencia la errónea conclusión de la Jueza a quo en cuanto a la falta de relación causal entre el incumplimiento ya determinado por la jueza misma. Y como se expresó en la demanda incoada por su representada en relación al nexo causal de los daños sufridos por el incumplimiento doloso y reiterado del banco, que se resume en que se hace un análisis basado en los estados de resultados contables de la Sociedad demandante, detallando la relación de los daños y perjuicios sufridos por la sociedad a raíz del incumplimiento de la obligación contractual por la suspensión injustificada de los desembolsos de parte del banco. 

Alega infracción en la interpretación del derecho aplicado; en relación al criterio de que no existe obligación del banco en su carácter de acreedor, de conceder prórroga de pago solicitada por su representada, la cual fue rechazada por falta de personería jurídica del representante legal para contratar, agravando con esa actitud irreflexiva y negativa la precaria situación financiera del deudor que ellos mismos habían provocado, por lo que incurrieron en la conducta tipificada como mora del acreedor Art. 951 C.Com. La Jueza a quo ha interpretado y aplicado erróneamente lo prescrito en el Código de Comercio en su Art. 441. 

A la luz de lo anterior y en relación a lo establecido en el Código de Comercio  los estados de resultados de los años 2007, 2008, 2009 y 2010, y que fueron ofrecidos para probar el daño sufrido, cumplen con estar certificados por el contador público certificado, auditor externo de la sociedad Munguia Industrial, por lo que los documentos antes dichos hacen fe de conformidad a la ley. Además respecto al rechazo del documento para acreditar al testigo, representante legal de ventas de General Electric Co. para El Salvador, no se valoró y vulnera normas constitucionales. Además se ha violado el principio de veracidad, lealtad y probidad procesal; por todo lo anterior pide se revoquen los literales D), E), F), y G) del fallo de la sentencia impugnada y en su lugar se declare que el banco incumplió el contrato de apertura de crédito rotativa con responsabilidad civil, se le condene al pago del resarcimiento de los perjuicios, así como al daño moral ocasionado por su conducta dolosa. 
III.- AUDIENCIA DE APELACIÓN.

En la audiencia de segunda instancia, celebrada a las nueve horas del día diez de abril de dos mil catorce, comparecieron los apoderados de las partes, por lo que de conformidad a lo estipulado en el Art. 514 CPCM., se le concedió la palabra al representante procesal de la parte apelada, Licenciado JOSÉ ÁNGEL GÓMEZ LARIOS, para que se pronunciara en lo que concierne a la reposición de la sentencia dictada por este Tribunal afectada por la infracción de los requisitos internos y externos, quien manifiesta: Que se opone al recurso de apelación, y desea hacer una observación en relación a la sentencia de la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia, pues si se observa detenidamente, no se casó la resolución de este Tribunal por el fondo, sino por requisitos internos y externos de la misma, ó sea, que la Sala considera que fue resuelto el conflicto por esta Cámara; en el párrafo del proveído, únicamente se mencionan requisitos de forma, realmente se le está ordenando a esta sede judicial que se reponga únicamente el fallo, con los elementos de la audiencia de primera instancia, no que se haga una nueva audiencia de apelación, en estricto sentido, con el objeto de ventilar nuevamente los puntos del recurso; hay unos pasajes de la sentencia que se recurrió en casación, que se dice son contradictorios, ya que no respondieron suficientemente a los motivos de la alzada.

 
En la audiencia anterior, su intervención fue sumamente breve, y estuvo de acuerdo con la sentencia de la Cámara; en ese sentido, la Sala de lo Civil resuelve que ya se resolvió el conflicto, y quizá la contradicción, es que la señora Jueza del Juzgado Primero de lo Civil y Mercantil de esta ciudad, erró al fallar que hay incumplimiento sin responsabilidad, por ende hace una redacción poco feliz; en relación al segundo motivo de casación, que se dio ha lugar, se puede observar que el Banco se rige bajo regulación y por esa razón, la normativa NSBC22, señala la calificación que se deben hacer de los clientes; en el caso del contrato que se tenía suscrito con la sociedad MUNGUÍA, S.A. DE C.V., cada desembolso que se hace, debe ser analizado y en ese sentido su representada no entregó el dinero que le fue requerido; a posteriori si se analiza la normativa, es parte de los artículos citados en la sentencia, y la misma impide al banco hacer el abono, si los clientes no están calificados; en esa parte considera que la Cámara sólo debe de ampliar ese aspecto, para no caer en insuficiente fundamentación y en contradicción; pide que se tenga de su parte opuesto al recurso de apelación y que se resuelva conforme a lo ordenado por el Tribunal superior en grado.

Posteriormente, se le dio audiencia a los apoderados de la parte apelante Licenciados SILVIA LEONOR AGUIRRE MAYORGA y JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, para que se pronunciaran respecto a lo alegado por el apoderado de la parte apelada, interviniendo inicialmente la primera, quien expuso: Que no está de acuerdo con lo que manifiesta la parte apelada, porque se están omitiendo ciertos pasajes de la sentencia de la Sala de lo Civil, en lo que concierne a que existe contradicción, porque hay responsabilidad sin culpabilidad; el Tribunal superior no avaló el fallo, en verdad se han tenido por ciertos los daños y perjuicios, que no hay mala calificación de riesgo de parte de su representada. 

Que el Licenciado Gómez Larios manifestó que no es cierto que se casó por requisitos esenciales; pero en realidad, en la falta de calificación de su representada, nunca se hizo alusión a la categoría de riesgo. Hizo referencia a la aportación de prueba, de conformidad con el N° 3 del Art. 514 CPCM., porque en segunda instancia se puede incorporar prueba documental, por ser una ampliación de la prueba de primera instancia, por esa razón solicita a este Tribunal que autorice la presentación de unos estados financieros con el objeto de acreditar el daño emergente y el lucro cesante de su mandante, con el objeto de evitar una sentencia ineficaz; pidió a esta sede judicial que se condenara al Banco PROCREDIT, S.A., al resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato, por la cantidad de cien mil dólares, y al daño moral ocasionado, en virtud de haberse probado el dolo, y haber repercutido en la fama mercantil de su representada, suma que estima en la cantidad de veintiún mil setecientos treinta y un dólares; y por último se condene a esa institución financiera, a la correspondiente responsabilidad civil. 

Luego, se le concedió la palabra al otro apoderado de la sociedad demandante Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, quien expresó: Es de aclarar que en el literal b) de la sentencia pronunciada por la Sala de lo Civil, se anula el fallo de esta Cámara, ordenando reponer el mismo, pero no debe entenderse que es sólo de cambiarlo, pues en la referida resolución se habla sobre los requisitos internos de la sentencia, por lo que realmente sí se ordena analizar nuevamente todo el proceso. En consecuencia, pidió que se revoque la sentencia, en los puntos que se han apelado, en cuanto al literal b) que se refiere a la responsabilidad civil para dicho banco, pues no puede existir un incumplimiento sin responsabilidad, hay daños y perjuicios morales, por la fama mercantil, con sus clientes lo que ha sido solicitado oportunamente.

Posteriormente la Cámara dio por concluida la audiencia, anunciando previamente su fallo en los siguientes términos: “I) SE RECHAZARÁ LA PRUEBA DOCUMENTAL ofertada en esta audiencia por la apoderada de la parte demandante Licenciada SILVIA LEONOR AGUIRRE MAYORGA; II) SE REVOCARÁ la última parte del contenido del literal D) del fallo de la sentencia venida en apelación, pronunciada por la señora Jueza dos del Juzgado Primero de lo Civil y Mercantil de esta ciudad, a las doce horas y cuarenta minutos del día veinticuatro de mayo de dos mil once, en lo que concierne a que la aludida juzgadora, resolvió “sin incurrir en responsabilidad dicho Banco”; III) SE LE ADICIONARÁ al referido literal, en el sentido que por tal incumplimiento existe responsabilidad civil de parte de la demandada sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, en cuanto a la indemnización de perjuicios; IV) SE REVOCARÁ la parte final del literal E) del relacionado fallo de la sentencia impugnada, en lo relativo a que “no se probó que tal incumplimiento del contrato de apertura de crédito rotativa se haya producido en forma dolosa”; V) SE REVOCARÁ EL LITERAL G) de la sentencia recurrida; VI) SE CONFIRMARÁ en todo lo demás la mencionada sentencia; y, VII) NO HABRÁ CONDENA EN COSTAS de esta instancia.”

MOTIVACIÓN

IV.- FUNDAMENTOS DE DERECHO.
La sentencia de apelación se pronunciará exclusivamente sobre los puntos planteados en el recurso. 

Vistos los autos, analizados dichos puntos y los alegatos de las partes, esta Cámara formula las siguientes estimaciones jurídicas:


4.1) Nuestra legislación bancaria reconoce dentro de las operaciones activas de los intermediarios financieros, el contrato de apertura de crédito, en el que se evidencia el ámbito en el que se desarrolla la operación crediticia, lo cual se desprende de la lectura de los Arts. 51 literal t), y 59 de la Ley de Bancos; es menester apuntar que se trata de un mercado de intermediación financiera, donde éste, como ente autorizado para captar fondos del público, canaliza dicho recurso a la satisfacción de necesidades crecientes de la sociedad económicamente activa, debiendo actuar con el sigilo adecuado, a fin de la correcta colocación de los fondos, que no le son propios, sino del público ahorrante. Lo anterior implica, que el Banco tiene responsabilidad como intermediario que es, pues soporta el riesgo del mercado mismo, dentro de las condiciones que la Ley regula.


El aludido contrato es una operación bancaria, en la que el acreditante, se obliga a poner una suma de dinero a disposición del acreditado para que él mismo haga uso del crédito concedido en la forma convenida, obligándose a su vez a restituir las sumas de que disponga, o el importe de la obligación que contrajo, y a pagarle los intereses, gastos y comisiones que se hubieren estipulado, tal como lo señala el Art. 1105 C.Com.; el acreditado debe pagar la comisión fijada, aunque no disponga del crédito, salvo pacto en contrario y, los intereses se causarán sobre las cantidades de que disponga el deudor y sobre las pagadas por su cuenta, desde la fecha de retiro hasta la de reembolso, así lo establece el Art. 1109 C.Com.
4.2) En el caso que se juzga, resulta que en la demanda de fs. 5 a 16 p.p., se entabló una acción de incumplimiento de contrato de crédito rotativa, que debido a que en el petitorio del referido escrito, expresamente se solicitó a la señora Jueza a quo, que se declarara extinguida la obligación de la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, S.A. DE C.V., con la sociedad BANCO PROCREDIT, S.A., se puede colegir que el apoderado de la parte actora intenta la resolución de la referida convención.

Asimismo, la sociedad demandada, en la contestación de la demanda de fs. 290 a 296, también exigió en el literal F) del aludido libelo la terminación del contrato; siendo que durante la celebración de la audiencia preparatoria, cuya acta se encuentra de fs. 344 a 352 p.p., quedaron fijadas las pretensiones de las partes únicamente en lo que refiere a determinar si el incumplimiento del Banco se dio en forma dolosa y la existencia de responsabilidad civil, así como los perjuicios reclamados por la parte demandante.

4.3) Por respeto al principio de congruencia, contenido en el Art. 218 CPCM., siendo que los puntos litigiosos planteados y debatidos en el proceso se refieren a la falta de ejecución de las obligaciones contenidas en el contrato de apertura de crédito rotativa, porque una de las partes contratantes incumplió el mismo, se vuelve imprescindible establecer que el incumplimiento, viene dado por cualquier falta de realización irregular, defectuosa o incompleta de las conductas o prestaciones asumidas contractualmente; por eso se dice, que lo decisivo para determinar si hay o no incumplimiento en sentido material es lo incluido en el propio contrato; en otras palabras, esa conducta no es más que la situación antijurídica que se produce cuando el obligado falta al tenor de las obligaciones pactadas.
4.3.1) Bajo este esquema, el Inc. 1º del Art. 1427 C.C., señala las hipótesis generales de incumplimiento, al citar las posibles causas que dan lugar a la indemnización de perjuicios, y estas son: a) No haberse cumplido la obligación, lo que significa la inejecución de la misma, y que también se denomina incumplimiento propio o absoluto; b) El cumplimiento imperfecto, que se denomina inejecución impropia; y, c) Por el retardado en el cumplimiento, o sea, la ejecución atrasada. Además, el Art. 1360 C.C., contempla la condición resolutoria tácita en los contratos bilaterales, según la cual, en el caso de no cumplirse por una de las partes contratantes lo pactado, se concede al perjudicado que sí cumplió, el derecho de pedir a su arbitrio, la resolución o el cumplimiento de lo acordado, con indemnización de perjuicios en ambos casos. Cabe hacer notar que para que opere la resolución, se requiere sentencia judicial que así lo declare.
4.3.2) De igual manera, se estima que uno de los efectos de la resolución como consecuencia del incumplimiento voluntario o imputable al deudor, es la reparación del daño, considerándose como aquel acto injusto que ha ocasionado un perjuicio, equivalente al beneficio o utilidad que le hubiere reportado el cumplimiento de lo requerido originariamente, y si la pretensión prospera, también la convención deja de surtir efectos jurídicos. 
4.3.3) La jurisprudencia ha dicho que la indemnización de perjuicios puede ser compensatoria o moratoria. La primera, equivale a lo que habría valido el cumplimiento íntegro de la obligación, reemplazando el mismo; la segunda, es el pago en dinero del equivalente al acatamiento oportuno de la obligación; en este caso se cumplió pero tardíamente. Puede suceder que el acreedor solicite tanto los perjuicios compensatorios como los moratorios, porque unos los solicitan por el equivalente al cumplimiento y los otros por los perjuicios que causa el retardo. Asimismo, se ha recalcado de modo reiterado y uniforme el carácter compensatorio de la reparación de perjuicios, y que ésta sirve, para delimitar el máximo de la cuantía, puesto que el reclamo no podrá exceder el monto de aquellos daños producidos, alegados y probados, siendo que en nuestra legislación tal obligación de indemnizar es dineraria.
4.4) En lo que concierne al primer punto de apelación, que radica en que existe infracción en la interpretación del derecho aplicado, haciendo recaer el perjuicio de la sentencia, en relación a que el banco demandado, en su carácter de acreedor, debió conceder una prórroga de pago cuando fue solicitada por la sociedad demandante, y no haberse rechazado como se hizo, bajo el argumento de una supuesta falta de personería jurídica del representante legal de la parte actora, pues con dicha actitud irreflexiva y negativa, se agravó la precaria situación financiera de aquélla, provocando, que tal conducta sea tipificada como mora del acreedor.
4.4.1) En efecto, se observa a fs. 84 fte., p.p., que el BANCO PROCREDIT, S.A., para poder otorgar la prórroga de pago solicitada, requirió a la sociedad actora, dos elementos: 1) Que se aclarara la calificación de la ahora parte demandante, en relación al Riesgo que implica; y, 2) Que presentara la credencial del Representante Legal vigente. En un primer momento se puede advertir que el demandado, BANCO PROCREDIT, S.A., no estaba obligado a acceder a la prórroga solicitada por la parte demandante, pues previamente, está obligado a verificar si el solicitante cumple con los requisitos técnicos y contractuales para tal efecto. 
Resulta que la exigencia del Banco, respecto a los documentos requeridos, tiene un fundamento; primero, porque consta en la escritura pública que contiene el contrato de apertura de crédito de fs. 354 a 357 p.p., suscrito entre las partes en la cláusula XVI, respecto a OTRAS CONDICIONES, en el literal e), que la sociedad acreditada y el codeudor, autorizaron a la parte demandada que pudiera incluir y actualizar en su base de datos cualquier información adicional que le sea solicitada durante la vigencia del crédito, lo que implica que contractualmente la sociedad demandada, ahora apelada, está facultada para solicitar documentación adicional; además, se encuentra a cargo del Banco, el valorar el riesgo y calidad del usuario del mercado financiero bancario, a fin de la correcta asignación del recurso del público ahorrante. La calificación del acreditado, ya ha quedado suficientemente clara, que de conformidad a las normas prudenciales del sistema financiero es indispensable para valorar los riesgos.
4.4.2) En cuanto a la personería jurídica de la sociedad demandante, el Inc. 2° del Art. 265 C.Com., supone que, no obstante los administradores continuaran en el desempeño de sus funciones aún cuando hubiesen concluido el plazo para que fueron designados, mientras no se elijan los sustitutos y los nuevamente nombrados no tomen posesión de su cargo, la Junta General Ordinaria tendrá la obligación de hacer el nuevo nombramiento, a más tardar dentro del plazo de seis meses de vencido el período de funciones de los anteriores, so pena de hacer incurrir a los socios o accionistas frente a terceros en responsabilidad personal, solidaria e ilimitada por las obligaciones que la sociedad contraiga con éstos. 

Lo que se pretende, es dotar de fiabilidad la relación con comerciantes sociales de tal naturaleza, pues la actuación de las sociedades anónimas son ejercidas por el representante legal por cuenta de éste, quien al final soporta los riesgos junto con sus acreedores; así, el Banco, debe de cerciorarse que quien obliga a una sociedad, sea quien tiene las facultades suficientes para hacerlo, por lo que los requerimientos de la parte demandada, respecto a la prórroga en comento, son válidos y justificados, debiéndose desestimar este motivo del recurso.

4.5) En lo que atañe al segundo y tercer punto de apelación, al tener conexidad, se resolverán en los siguientes párrafos; en ese sentido, el apoderado de la parte demandante, Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, sostiene que el BANCO PROCREDIT, S.A., ha actuado con dolo afectando a su mandante, pues incumplió intencionalmente el contrato de apertura de crédito rotativa, causando un daño patrimonial a su representada y le da derecho a pedir el pago de los daños y perjuicios por la responsabilidad civil, aduciendo que la operadora judicial se equivocó, ya que el incumplimiento del Banco se dio no sólo por la negativa expresa e inequívoca en su carta de fecha ocho de enero de dos mil ocho, sino que desde el momento que se negaron a autorizar el desembolso solicitado, en fecha cuatro de noviembre de dos mil ocho, por la cantidad de treinta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América y que además, no se valoraron los estados de resultados presentados como prueba. 
En relación al dolo, cabe mencionar que el derecho mercantil carece de una propia “teoría de las obligaciones”, siendo la misma teoría civilista la aplicable, con especiales características de la materia, por la remisión normativa del Art. 945 C.Com. Así, dentro del cumplimiento de las obligaciones mercantiles en general, se establece, que deben cumplirse con la diligencia de un buen comerciante en negocio propio, como lo prescribe el Art. 947 C.Com. Lo que supone que, quien no cumple su obligación de la forma precedente, acarrea consecuencias para el mismo, por negligencia.


El dolo, dentro de la responsabilidad civil, es el grado máximo de culpabilidad, pues supone el conocimiento resultante, aun con anterioridad, de causar un daño, siendo una calificación psicológica e intencional que debe probarse, por lo que tal concepto engloba la conciencia que al dejarse de cumplir en este grado superlativo de voluntariedad, el deudor está reportando un beneficio, el cual viene a ser el móvil verdadero del incumplimiento, es decir, obrar a sabiendas, con la conciencia de ejecutar algo de un modo cierto, a ciencia segura, y así lo expresa el Art. 42 C.C., cuando la define como la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro. 
4.6) En el caso sub iúdice, para estimarse el incumplimiento doloso se debe probar la intención de dañar, así como el nexo de causalidad entre la conducta de la parte demandada y el daño producido, todo en virtud que el dolo no se presume, y corresponde probarlo a quien lo alega; lo que no ha ocurrido en el caso de autos, pues no se ha probado la intención de la parte demandada de dañar patrimonialmente a la sociedad demandante, con la prueba presentada por ésta. 
Si bien la prueba del dolo no puede ser directa, ésta puede acreditarse indirectamente por medio de indicios de carácter decisivo, para que con dichos antecedentes produzcan un argumento sólido que convenza al Tribunal de que efectivamente fue por un proceder doloso, lo cual no se logra establecer, con la secuencia de intercambio de cartas entre las partes de fs. 76 a 88 fte., p.p., en virtud que no se agregó al proceso, ninguna prueba que certificara el provecho económico percibido por la parte demandada; además, de conformidad con los Arts. 947 C.Com., y 1418 Inc. 1º C.C., se estima que por la naturaleza del contrato, ambos contratantes reportan beneficios, en el sentido que tanto el Banco gana comisiones, intereses y recargos por el desembolso, como la sociedad actora utiliza dichos recursos como apalancamiento financiero y para una mejor ejecución de su negocio, por lo que no se puede deducir que la simple negativa de la entrega del dinero, haya traído consigo la intención de dañar a la parte demandante.  
De esta manera, si bien no hay prueba del dolo, se estima que sí hubo incumplimiento por parte de la entidad bancaria, por la razón que en la carta de fecha veinticuatro de diciembre de dos mil ocho, de fs. 87 fte., p.p., el señor Eduardo Alfredo Cabañas Bolaños, en su calidad de gerente de MUNGUÍA INDUSTRIAL S.A. DE C.V., solicitó al BANCO PROCREDIT, S.A., un nuevo desembolso por la cantidad de diez mil dólares; contestando dicha institución financiera, por medio del documento de fs. 88 fte., p.p., de fecha ocho de enero de dos mil nueve, que por el momento, no podían atender la solicitud debido a disposiciones internas, sin justificar en legal forma el rechazo de la solicitud, de conformidad con el Inc. 1º del Art. 59 de la Ley de Bancos y en la norma NCB-022 para clasificar los activos de riesgo crediticio y constituir las reservas de saneamiento.


4.7) En alusión a lo sucedido, se considera que la Jueza a quo, no cometió el yerro atribuido por el apoderado de la parte apelante, pues no se encuentra agregado en los autos, alguna carta de fecha cuatro de noviembre de dos mil ocho, donde se deniegue el desembolso de treinta y cinco mil dólares, tal como lo asevera el impetrante en su escrito de apelación; en todo caso, lo que obra en el proceso son una secuencia de comunicaciones escritas entre las partes, desde el día quince de abril de dos mil ocho, cuando se aprobó el crédito, y la petición de modificación del plazo de pago de un desembolso que hizo el banco a favor de la parte actora, según se advierte de la lectura de las mismas de fs. 78 a 86 fte., p.p.
No obstante, bajo la lógica expuesta, respecto al último desembolso requerido por la sociedad demandante al BANCO PROCREDIT, S.A., y que fue el motivo del por qué la operadora de justicia decidió dar por resuelto el contrato de crédito rotativa de fs. 354 a 357 p.p., este Tribunal estima que es correcto el análisis en relación a que no se probó que el incumplimiento de dicho Banco haya sido en forma dolosa, por lo que no se configuró la pretensión tal como la había planteado la parte demandante, pues atribuye el incumplimiento a la intención de causar daño patrimonial a la misma.

4.7.1) Empero, sí se estimó en la sentencia, la existencia del incumplimiento, pero sin hacer un correcto análisis del grado de culpabilidad del Banco demandado y de la clase de incumplimiento que se produjo; por lo que a criterio de esta Cámara, la negativa injustificada del BANCO PROCREDIT, S.A., de realizar el desembolso solicitado por la parte actora, por medio de la carta de fecha ocho de enero de dos mil nueve a fs. 88 fte., p.p., a tenor del Inc. 1º del Art. 1427 C.C., es un incumplimiento propio o absoluto, porque el deudor debió dar la prestación y no lo hizo, sin justificar técnica y jurídicamente su decisión, frustrando completamente las expectativas de la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que se abrevia MIN, S.A. DE C.V., pues no logró el objetivo que lo indujo a contratar con la entidad financiera, el cual era, disponer de una línea de crédito para invertirlo en el giro habitual de sus negocios, pese a que se encontraba al día con el pago de los desembolsos.
La referida situación, encaja en la responsabilidad civil por culpa, entendida como la falta de diligencia o cuidado que debe emplearse en el cumplimiento de una obligación o en la ejecución de un hecho; así, ésta última se configura como el elemento subjetivo de la responsabilidad civil, que siendo de naturaleza mercantil, se rige por las reglas de los Arts. 945, 947 C.Com., 42 Incs. 1º, 3º y 4º, y 1418 Inc. 1º C.C., porque el contrato se celebró para beneficio recíproco de las partes.

Por consiguiente, la regla que prevé el Inc. 3º del Art. 1418 C.C., es una presunción de culpa en contra del deudor; y dado que la sociedad BANCO PROCREDIT, S.A., era la obligada a aportar la prueba de su diligencia o la exclusión de su responsabilidad por caso fortuito o fuerza mayor, de por qué no realizó el desembolso solicitado por la demandante, debe aplicarse lo prevenido en el Art. 1360 C.C., en el sentido que en las obligaciones que bilateralmente han adquirido mediante un contrato legalmente celebrado, cuando la otra parte ha cumplido con la obligación a su cargo, da lugar a pedir el cumplimiento del contrato o la resolución del mismo, con indemnización de perjuicios en uno u otro caso. 

4.7.2) A propósito de la indemnización en comento, ésta es la consecuencia que deriva del incumplimiento injustificado, ya sea por dolo o culpa; independientemente la intención con la cual se incumplió y el fin que se persiguió con el mismo, la responsabilidad civil del deudor en la relación contractual es siempre el resarcimiento de los perjuicios ocasionados por su conducta.


La determinación de si el incumplimiento del contrato por el deudor fue con dolo o culpa, importa únicamente por la proporción directa con el resarcimiento del daño emergente y el lucro cesante causados; de conformidad a lo establecido en el Inc. 1º del Art. 1429 C.C., porque si no se puede imputar dolo al deudor, sólo es responsable de los perjuicios que se previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si se comprueba éste último, lo será de todos los perjuicios que fueron una consecuencia inmediata o directa de no haberse cumplido la obligación o de la demora en su cumplimiento.


4.7.3) Según nuestra legislación civil, para dar lugar a la reparación de daños, deben concurrir los siguientes requisitos: 1º) La Infracción de una obligación; 2º) Que se haya causado un daño; 3º) Que la infracción sea imputable al deudor, en grado de culpa o dolo; 4º) El deudor esté constituido en mora; y, 5º) El demandante haya cumplido con su parte o se allane a cumplir, si es bilateral el acuerdo. 

Parte de los supuestos que preceden se han cumplido, pues está probada la infracción del Banco a las obligaciones de las cláusulas I), III), y V) del contrato de apertura de crédito rotativa, pues no realizó el desembolso cuando le fue solicitado, y no hay en el proceso, prueba del incumplimiento de la contraparte; queda establecido, que la sociedad demandada, no obró con dolo, pero si con culpa, al no justificar técnica y jurídicamente la negativa de entregar el dinero a la parte actora; y además, el deudor está en mora, pues nunca se cumplió con lo estipulado en el contrato. 


4.8) En lo que se refiere a que se haya producido un daño por el incumplimiento, el apoderado de la parte recurrente, asevera que los estados financieros presentados por la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que se abrevia MIN, S.A. DE C.V., tienen valor probatorio, a pesar de no estar inscritos en el Registro de Comercio, razón por la que debieron ser valorados en la sentencia impugnada.
Esta Cámara considera que dadas las circunstancias de la contratación, ciertamente el Tribunal queda encargado del establecimiento del daño, con el fin de intentar restablecer el equilibrio económico, alterado por la infracción de las obligaciones, porque lo usual es que la contravención a las mismas ocasione perjuicios, eso es lo corriente; sin embargo, la máxima jurisprudencial establece que el mero incumplimiento por dolo o culpa de una obligación es sólo uno de los presupuestos de la indemnización que se pretende cobrar, pero necesariamente debe probarse el mal producido, siendo necesario un nexo causal entre el hecho o la omisión indebidos y los perjuicios resultantes.

En ese orden de ideas, los perjuicios se conciben como la pérdida efectiva que sufre el acreedor a consecuencia del incumplimiento en alguna de sus formas y donde el patrimonio resulta afectado, que según la jurisprudencia abarca el daño emergente y el lucro cesante; así el primero, se entiende como la pérdida efectiva actual, que implica una disminución del patrimonio, es decir, un empobrecimiento real; y el segundo, la utilidad que se pudo haber obtenido, o sea la que deja de ganarse si no se cumple la obligación; tal criterio fue sostenido por la Sala de lo Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia en la sentencia pronunciada a las once horas y treinta minutos del día quince de enero de dos mil diez, en el incidente de casación con referencia 15-CAM-2008.  

Ahora bien, es requisito para la reparación del daño, que éste exista en la realidad, y es de tal importancia lo anterior, que con acierto la misma jurisprudencia rechaza la petición de perjuicios, por incumplimiento del contrato, si la prueba rendida no logra establecer, con la precisión necesaria, el monto de ellos; en definitiva, para que los perjuicios puedan figurar en una liquidación definitiva de valores indemnizables, es esencial que se especifiquen, que se prueben, en sí mismos y en sus causantes determinantes, porque sólo son reparables los perjuicios que sean consecuencia inmediata y directa de la inejecución o demora en el cumplimiento de las obligaciones, que emanan del contrato mismo, por lo que puede haber violación del contrato sin daño, o sea solo infracción, ya que ante la falta de toda prueba del perjuicio invocado por el actor, no procede acordarle indemnización alguna.  

4.8.1) Partiendo de esa premisa, respecto a la prueba presentada en el proceso, en general, los estados financieros resultan determinantes como reflejo de la actividad económica del empresario, representando el flujo de ingresos y egresos del mismo en relación constante con la actividad económica que desarrolla en el ejercicio de su giro respecto de otras actividades de las cuales se rodea e interactúa con el fin de funcionar eficaz y efectivamente; en tal sentido, si se pretende demostrar con precisión cómo ha impactado un hecho determinado en la capacidad de un comerciante para desarrollarse y funcionar como agente de un mercado en particular, estos aspectos contables resultan ser los elementos pertinentes respecto a este punto. 
En esa línea de pensamiento, es de señalar que no se pone en duda la fe pública con la que están investidos los auditores, quienes ejercen una función de fiscalización en el cumplimiento de las obligaciones contables de los comerciantes que determine la Ley, en la forma en que la misma prevé; sin embargo, hay un requisito sine qua non para que un documento contable como el citado, surta efecto contra terceros, el cual es que éste debe estar depositado en el Registro de Comercio, según lo regula expresamente el Art. 286 Inc. final C.Com., pues en lo pertinente establece que una vez aprobado el balance general, los estados de resultados y de cambio de patrimonio, certificados por el auditor, acompañados de la certificación en que conste la aprobación de la junta general, deberá depositarse en el Registro de Comercio para que surtan efectos frente terceros. Por lo anterior, no pueden hacer fe los documentos contables que se presentaron como prueba de fs. 96 a 100 fte., p.p., y con los que se pretende establecer el nexo de causalidad del incumplimiento y las pérdidas o daño patrimonial sufrido por la demandante y la base principal del reclamo de perjuicios, pues no es cierto como asegura el apoderado de la parte apelante, que sólo el balance debe depositarse, tal como puede observarse en el precepto legal antes relacionado. 
Tampoco se logra establecer ningún tipo de relación causal entre los daños alegados y la referida carta de fecha ocho de enero de dos mil nueve, en la que el Banco comunicó que no daría el financiamiento de diez mil dólares, ya que al revisar ese documento, con la factura de General Electric CO, debidamente traducida de fs. 263 a 279 fte., p.p., por un monto de treinta y cinco mil ciento nueve dólares con quince centavos de dólar de los Estados Unidos de América, la misma no tiene relación en cuanto al monto solicitado y la fecha de vencimiento de la cuenta, que es noventa días posteriores al siete de julio de dos mil ocho. 

Por otra parte, al analizar la constancia de indemnización, extendida por el auditor externo de la sociedad demandante a los dieciocho días del mes de agosto de dos mil diez, de fs. 101 a 105 fte., p.p., se advierte que los despidos de esos trabajadores el día uno de enero de dos mil nueve, son hechos anteriores a la notificación de la carta de fecha ocho de enero de dos mil nueve en la que la entidad financiera tomó la decisión de no otorgar el desembolso de los diez mil dólares, por lo que tampoco se establece una relación causal con el incumplimiento atribuido al Banco. 
4.8.2) En el caso sub-lite, la sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, que se abrevia MIN, S.A. DE C.V., no obstante acreditó los otros requisitos para dar lugar a la reparación de perjuicios, no probó el elemento esencial para que se les dé un valor monetario; en otras palabras, el hecho que de que haya probado los otros presupuestos, no significa que se pueda estimar la pretensión de los daños y perjuicios producidos por el incumplimiento culposo de la sociedad demandada BANCO PROCREDIT, S.A., o sea, que la existencia, especie y monto de los perjuicios no los pudo acreditar, por lo que la responsabilidad civil de la parte demandada, sólo deberá declararse en abstracto, en virtud que la prueba aportada al proceso no confirma la conexión de causalidad necesaria para condenar al pago de indemnización de perjuicios que se pudieron haber ocasionado.

4.9) Como último punto, en relación a los intereses que se pactaron, de conformidad a lo estipulado en el Inc. 4° del Art. 64 de la Ley de Bancos, son revisables a opción del Banco, porque se trata de una tasa de carácter convencional, por lo cual las partes asumen la obligación de atenerse a la misma y a su variación. 
Consta en el contrato de apertura de crédito rotativa, que la parte demandante desde ese acto aceptó esta facultad de la parte demandada, con la condición de que se le notificara la aludida variación mediante comunicación privada por escrito o por medio de publicaciones en dos periódicos de circulación nacional, y que dicha variación mantuviera lo pactado en relación al máximo diferencial acordado entre las partes de doce puntos porcentuales arriba de la tasa de referencia publicada por el Banco. 

En tal sentido, se puede observar que en relación a este punto, la sociedad demandada cumplió en su momento con las condiciones convenidas para la variación del interés estipulado en el mencionado contrato, y mantuvo lo acordado respecto al máximo diferencial de doce puntos porcentuales arriba de la tasa de referencia (siendo entonces hasta un treinta y tres por ciento), y comunicó la misma a la sociedad acreditada mediante la publicación que aparece a fs. 353 p.p., por lo que no era necesaria la comunicación privada, pues los efectos del Inc. 2º del Art. 64 de la Ley de Bancos se producen con la circulación oportuna de la información que haga el acreedor financiero, e incluso, está facultado para exhibir dichas variaciones en carteleras instaladas en sus oficinas de atención al público, pudiendo utilizar cualquier otro medio de comunicación masiva, debiendo la misma ser clara, legible y visible; al haber reunido estos requisitos la hoja de periódico que se ha introducido como prueba de tal extremo por la parte demandada, se puede colegir que existe la publicidad necesaria para proceder a realizar el cambio de la tasa de interés activa, por lo que no puede atribuirse este hecho como causa de daño patrimonial alegado por el apoderado de la parte demandante. 


4.10) EN LO QUE CONCIERNE A LA CUESTIÓN PLANTEADA por la apoderada de la parte recurrente Licenciada SILVIA LEONOR AGUIRRE MAYORGA, en la audiencia celebrada en esta instancia, a las nueve horas del día diez de abril de dos mil catorce, consistente en la petición que se agregaran al incidente de apelación unos estados financieros con el objeto de acreditar el daño emergente y el lucro cesante de la parte demandante; este Tribunal decide rechazar el medio probatorio documental ofrecido, en virtud que es impertinente en este momento procesal, pues su admisión en segunda instancia es de carácter excepcional, ya que no está contemplado en los supuestos que para tal efecto señalan los Arts. 289, 511 Inc. último, y 514 CPCM.
V.- CONCLUSIÓN.

Esta Cámara concluye que en el caso que se juzga, se ha probado que el contrato de apertura de crédito rotativa ha sido incumplido por la sociedad demandada BANCO PROCREDIT, S.A., en perjuicio de la demandante sociedad MUNGUÍA INDUSTRIAL, S.A. DE C.V.; pero el apoderado de la parte actora, Licenciado JOSÉ MAURICIO SOLANO CORTEZ, no probó con la prueba incorporada al proceso, los daños y perjuicios ocasionados a su mandante por tal incumplimiento del referido contrato, por lo que no es viable estimar alguna indemnización económica. 
Consecuentemente con lo expresado, es procedente rechazar la prueba ofertada durante la celebración de la audiencia, revocar la última parte del contenido del literal D) del fallo de la sentencia, adicionándole al referido literal que existe responsabilidad civil de la sociedad demandada; revocar la parte final del literal E), y el contenido del literal G); confirmando en todo lo demás la misma, sin condena en costas de esta instancia.

VI.- FALLO.

POR TANTO: Sobre la base de los argumentos expuestos, disposiciones legales citadas y de conformidad a lo establecido en los Arts. 1 inc. 1º, 11, 15, 18, 172 incs. 1° y 3º, 182 atribución 5ª Cn., 212, 213, 215, 216, 217, 218, 219 Inc. 1º, 272, 275, 515 Incs. 1° y 2º, y 517 CPCM.; a nombre de la República de El Salvador, esta Cámara FALLA: I) RECHÁZASE LA PRUEBA DOCUMENTAL ofrecida en la audiencia de apelación celebrada a las nueve horas del día diez de abril de dos mil catorce, por la apoderada de la parte demandante Licenciada SILVIA LEONOR AGUIRRE MAYORGA; II) REVÓCASE la última parte del contenido del literal D) del fallo de la sentencia venida en apelación, pronunciada por la señora Jueza “2” del Juzgado Primero de lo Civil y Mercantil de esta ciudad, a las doce horas y cuarenta minutos del día veinticuatro de mayo de dos mil once, en lo que concierne a que la aludida juzgadora, resolvió “sin incurrir en responsabilidad dicho Banco”; III) ADICIÓNASE al referido literal, en el sentido que por tal incumplimiento existe responsabilidad civil de la demandada sociedad BANCO PROCREDIT, SOCIEDAD ANÓNIMA, en cuanto a la indemnización de perjuicios; IV) REVÓCASE la parte final del literal E) del relacionado fallo de la sentencia impugnada, en lo relativo a que “no se probó que tal incumplimiento del contrato de apertura de crédito rotativa se haya producido en forma dolosa”; V) REVÓCASE EL LITERAL G) de la sentencia recurrida; VI) CONFÍRMASE en todo lo demás la mencionada sentencia; y, VII) NO HAY CONDENA EN COSTAS de esta instancia. 

Oportunamente, devuélvase el proceso principal al juzgado de su origen con la certificación de ésta sentencia. Hágase saber.
PRONUNCIADA POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LA SUSCRIBEN.
